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Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto en subsidio del de reposición, por el interno LUIS ALEXIS CORREA MONTOYA, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena impuesta, contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.

1.- PROVIDENCIA 

Partió el señor Juez ejecutor en el análisis pertinente con miras a determinar la factibilidad de conceder la rebaja punitiva pedida, de recordar que el señor LUIS ALEXIS CORREA MONTOYA descontaba la pena que le había sido impuesta por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) el veinte (20) de agosto de mil novecientos noventa y siete (1997), al encontrarlo autor responsable de los delitos de homicidio y tentativa de homicidio, la cual había sido confirmada por este Tribunal. La sanción, luego de ser redosificada quedó en veintiocho (28) años de prisión.

En lo que era el fondo de la petición, se ocupó de verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos para el descuento de la décima parte de la pena impuesta, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 70 de la Ley 975 de 2005 y 27 del Decreto 4760 del 30-13-2005. En ese orden de ideas, estableció que no se cumplía lo referente con la cooperación con la justicia, la que se traducía en la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado –no el condenado- hubiera prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación, que además, estuviera debidamente probada. Dentro de la actuación no aparecía colaboración o ayuda a la justicia que permitiera decidir que la situación del solicitante encajaba con lo previsto en la norma. Por demás, la aludida reparación a las víctimas, no podía enmarcarse como colaboración a la justicia sino a aquéllas.

Si bien era cierto, en el precepto reglamentario se señalaba que la cooperación no implicaba el acogimiento a la sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia, con lo cual tales figuras habían dejado de ser determinantes para reconocer el beneficio, sin embargo, en el caso estudiado, el sentenciado ni siquiera se había sometido al fallo antelado, razón de más para afirmar que no tenía derecho al beneficio.

2.- RECURSO 

En el escrito pertinente, el recluso manifiesta que sí colaboró con la justicia, dado que cuando sucedieron los hechos él se presentó inmediatamente ante las autoridades, en el Comando de la Policía y quedó detenido y puesto a disposición de la fiscalía, donde luego de rendir una versión libre fue dejado en libertad.

Considera tal acto como una contribución, apoyo y asistencia prestado al Fiscal, al suministrar sus datos personales y dirección donde podía ser localizado. Allí no hubo captura en flagrancia, se presentó voluntariamente, fue dejado en libertad y viajó a los Estados Unidos, dejando al abogado al frente del proceso.

Señala que el señor Juez no puede exigirle que se haya acogido a la sentencia anticipada, porque estaría dejando de aplicar el artículo 27 del Decreto 4760. Solicita que en virtud del principio de igualdad, se le aplique la rebaja, por considerar que reúne todos los requisitos necesarios para ello, ya que ha tenido una conducta ejemplar en el establecimiento carcelario, al punto que le han concedido el permiso de las setenta y dos (72) horas y además, se compromete a no volver a cometer actos delictivos. En consecuencia, pide la revocatoria del auto atacado.
3.- DECISIÓN DEL JUZGADO
En interlocutorio del tres (03) de febrero de dos mil seis (2006) el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, resolvió no reponer el auto anterior y para ello estimó que la presentación hecha ante la policía no había sido determinante de la condena con la cual se finiquitó el proceso, habida cuenta que por tratarse de un homicidio y una tentativa de homicidio, la víctima que había estado a punto de fallecer (hermano del occiso), pero había sobrevivido, había sido concluyente en cuanto a la participación del señor LUIS ALEXIS en el crimen. En esas condiciones, en ninguno de los fallos de primera o segunda instancias se había dicho que la entrega del procesado era determinante para establecer su responsabilidad penal. Además, hizo eco de lo manifestado en la sentencia de segundo grado, acerca de haberse referido un asalto donde el encartado aparecía como ofendido, lo que indicaba que antes que colaborar lo que se trató fue de desinformar a la autoridad.
Sobre el otro argumento presentado, expresó que no se estaba exigiendo el acogimiento a la sentencia anticipada como requisito para acceder al descuento de pena, empero, debía entenderse que si aún con el fallo antelado no se tenía automáticamente derecho a la misma, con menor razón podía pretender la rebaja quien ni siquiera optó por ésta y cuando además de ello, no había actividad procesal que hubiera llevado al esclarecimiento del ilícito.
4- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado.

Antes de entrar en el fondo del asunto planteado, debe analizar la Sala lo acontecido respecto de la rebaja de penas establecida en el artículo 71 de la Ley 975 de 2005, con ocasión de la declaratoria de inexequibilidad hecha respecto de este artículo mediante sentencia C-370 de 2006, según comunicado de prensa emitido por la Corte Constitucional el pasado diecinueve (19) de mayo de dos mil seis (2006) y cuyo texto definitivo aún hoy, todavía se desconoce.

De conformidad con lo allí expresado, la determinación de la Corte se fundamentó en vicios de procedimiento respecto de los artículos 71 (rebaja de penas) y 72 (calidad de sediciosos a los paramilitares), cuando no se tramitó debidamente el recurso interpuesto frente a la decisión de las comisiones que excluyó tales normas del proyecto de Ley. 

Desde la expedición de la Ley 975 de 2005, se había advertido la dificultad que se presentaba para la aplicación del descuento punitivo allí establecido, en virtud de las posiciones divergentes existentes al respecto; sobre el tema, esta Sala con ponencia de quien ahora ejerce igual encargo había manifestado:

De manera similar a lo aquí acontecido, por parte de la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, se han proferido recientemente decisiones que solucionan el problema de la aplicación de la rebaja estatuida, en diferentes formas. Estamos hablando de los autos de segunda instancia del 18-10-2005 Rad. 24.196 M. P. Dra. Marina Pulido de Barón – donde se concluye que la voluntad del legislador fue otorgar una disminución punitiva de carácter general- y de aquel fechado el 28-10-2005 Rad. 17089 con ponencia del Dr. Jorge Luís Quintero Milanés -en el que se decidió inaplicar la norma contenida en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 por considerar que no guardaba unidad de materia con el cuerpo de tal codificación, haciendo uso del control difuso constitucional entregado por la Carta a todos los jueces de la República-. Hacemos énfasis en que este último pronunciamiento fue aprobado por un número estrecho de Magistrados (cuatro) -con conjueces incluidos-, dadas las ausencias (3 en permiso), los salvamentos (tres) y las aclaraciones de voto (1) allí existentes.

Como vemos, el tema no ha sido pacífico y por el contrario, hoy por hoy, aparece confuso y contradictorio; sin embargo, esta Sala, es del criterio que la línea de pensamiento favorable debe mantenerse hasta tanto se produzca una decisión definitiva por parte de la Corte Constitucional que avale su conformidad con la Carta Política o la excluya por incompatible; o, en subsidio, una posición abiertamente mayoritaria de la Sala de Casación Penal, que obligue como precedente en consideración a la existencia de dos posiciones antagónicas sobre este mismo punto de Derecho.
 (subrayas ausentes en el original)

Como se ve, la primera hipótesis a cuya espera estaba la Sala, se ha producido y a la hora de ahora, nuestro máximo intérprete constitucional ha decidido retirar de nuestro ordenamiento jurídico el contenido de los artículos 70 y 71 de la citada ley. El problema ahora, es determinar cuál es la fuerza jurídica que puede tener un comunicado de prensa, y a partir de qué momento empieza a producir efectos jurídicos, dado que como se manifestó antes, todavía no se ha proferido la sentencia de constitucionalidad pertinente. La solución a nuestros interrogantes, por poco ortodoxa que parezca y a la cual debe atenerse este juez colegiado, ya la había suministrado la misma Corte, cuando por ejemplo, en la sentencia C-973 de 2004, M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, expresó:

Esta Corporación en diversas oportunidades ha establecido que cuando en una sentencia no se ha modulado el alcance del fallo, los efectos jurídicos se producen a partir del día siguiente a la fecha en que la Corte ejerció, en el caso específico, la jurisdicción de que está investida, esto es, “a partir del día siguiente a aquél en que tomó la decisión de exequibilidad o inexequibilidad y no a partir de la fecha en que se suscribe el texto que a ella corresponde o el de su notificación o ejecutoria”. En aras de salvaguardar la integridad y supremacía del Texto Constitucional y de asegurar la vigencia de la garantía fundamental de la seguridad jurídica, concluye, por una parte, que las sentencias de constitucionalidad producen efectos desde el día siguiente a su adopción, siempre y cuando sean debidamente comunicadas por los medios ordinarios adoptados por esta Corporación (Ley 270 de 1996, artículo 56), y por el otro, sujeta las instituciones de la notificación y el término de ejecutoria contados a partir de la desfijación del edicto (Decreto 2067 de 1991, artículo 16), para delimitar el plazo dentro del cual los ciudadanos pueden interponer el incidente de nulidad contra el fallo de constitucionalidad por vulnerar el debido proceso (Decreto 2067 de 1991, artículo 49). 

Dilucidado lo anterior, aparece con palmaria claridad que la rebaja contemplada en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 ha dejado de existir; sin embargo, en el comunicado de prensa antes aludido, se dijo que lo allí decidido no tendría efectos retroactivos, con lo cual se entiende que las situaciones consolidadas durante su vigencia, continuarían produciendo efectos jurídicos a pesar de la declaratoria de inexequibilidad de que fue objeto la norma pertinente. 
Téngase en cuenta, en ese sentido, que la regla en tratándose de fallos de inexequibilidad, es que ellos rigen hacia el futuro y que aquellas situaciones que no alcanzaron a consolidarse con fundamento en la disposición retirada del ordenamiento, ya no podrán ser cobijadas por ella. Es la postura que de antaño acogió la Corte Suprema de Justicia en los siguientes términos:

Los derechos declarados con base en tal artículo antes de la sentencia de la fecha mencionada son válidos porque los efectos del fallo de inexequibilidad son hacia el futuro, y si no se reconoció, así el hecho haya ocurrido en su vigencia, no puede alegarse derecho adquirido alguno, pues no es legítimo ni justo lo inconstitucional, después de declarado así por quien tiene poder de hacerlo.

De igual manera, la Corte Constitucional hizo énfasis en la total imposibilidad de volver a hacer uso de la norma inexequible en las decisiones judiciales futuras. En tal sentido señaló:
En conclusión, las providencias judiciales que aplican normas declaradas inexequibles son contrarias al Estatuto Superior, pues desconocen el valor de la cosa juzgada constitucional dispuesta en el artículo 243 C.P., al igual que la naturaleza vinculante del precedente jurisprudencial proferido por la Corte en ejercicio del control constitucional de las leyes.  Por lo tanto, es claro que los jueces de instancia transgredieron esta prohibición en el uso de la norma declarada inexequible, situación que será tenida en cuenta al momento de decidir sobre cada asunto en particular.

Es lo que acontece en el presente evento, donde la solicitud de rebaja así como las providencias del Juzgado de primera instancia se produjeron mientras estuvo vigente la facultad de conceder un descuento punitivo de la décima parte de la pena impuesta a quienes reunieran las exigencias contempladas en la norma; sin embargo, la decisión judicial le fue adversa a las peticionarias, con lo cual, ningún derecho fue reconocido y ahora ya no podrá hacerse tal reconocimiento en contravía de lo estipulado por la Corte Constitucional en su condición de guardiana de la Carta. 
4.1. El Caso Concreto
No obstante lo dicho, obsérvese que en lo que a esta situación concreta concierne, el Juez de primer grado no desacertó en su decisión de negar la rebaja pedida.
Se dice así, porque es evidente que del estudio del proceso adelantado, no se puede colegir que existió colaboración con la justicia en los precisos términos exigidos por los otrora vigentes artículos 70 de la Ley 975 de 2005 y 27 del Decreto 4760 de 2005, último de los cuales que precisamente reglamentó las exigencias a tener en cuenta para otorgar la disminución de pena. Si bien es cierto, en lo que hace con la colaboración con la justicia, punto central del recurso presentado, no se podía exigir que los en ese entonces procesados, renunciaran a su derecho a no autoincriminarse, no lo es menos, que el beneficio aludido exigía que se hubiere prestado una efectiva cooperación con las autoridades judiciales, ya fuera dentro del propio averiguatorio adelantado en contra del vinculado o en otro diferente, lo que infortunadamente para los intereses del reo, no se cumple y, por consiguiente, dado que no se satisfacían a cabalidad los requisitos exigidos, no otra podía haber sido la decisión adoptada.

Con fundamento en lo esbozado, dado que es claro que el sentenciado no podía acceder a la rebaja punitiva solicitada, se impone la confirmación de la providencia impugnada.
Cuestión final.

La señora Magistrada IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO, manifestó estar impedida para conocer del presente asunto, por cuanto cuando fungía como Juez Séptima Penal del Circuito de Pereira, profirió la sentencia que hoy en día tiene tras las rejas al señor CORREA MONTOYA, con lo cual se estructura la causal contemplada en el artículo 99 numeral 6 de la Ley 600 de 2000. Por tanto, es un imperativo legal aceptar el impedimento planteado y separarla del conocimiento de este proceso.
5.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal,
RESUELVE: 

Primero: Aceptar el impedimento planteado por la señora Magistrada IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO y por consiguiente se le separa del conocimiento del presente asunto.
Segundo: CONFIRMAR el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fue objeto de impugnación.

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
Magistrado





Magistrado
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria
� Auto de 2ª Instancia del  24-11-2005, Rad. 660013104006-2003-00257-01.


� C.S.J. Gaceta Judicial 2432 T.CXXIII, pg. 226,227.


� Sentencia T-049 del 29-01-2004, M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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